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RESUMEN 

 

La presente investigación titulada “Afectación al interés superior del niño por la dación 

de la ley penal 32330 que implementa la responsabilidad penal del adolescente en Trujillo 

2025”, tuvo como objetivo general analizar el factor determinante en la afectación al 

interés superior del niño por la dación de la ley penal 32330 que implementa la 

responsabilidad penal del adolescente en Trujillo 2025, cuya metodología que se utilizó 

fue el enfoque cualitativo y mediante el diseño fenomenológico, para ello se ha 

considerado para la recopilación de datos la técnica de entrevista y el instrumento de la 

guía de entrevista mediante preguntas estructuradas a seis participantes. Cuya conclusión 

general que se ha llegado es que la Ley 32330 generó una gran afectación respecto al 

principio superior del niño, debido a la vulneración persistente que se encuentra sobre los 

derechos humanos, además del correcto desarrollo de los adolescentes, razón por la cual 

no fue aplicada por parte de los juzgados a fin de garantizar el respeto por los derechos 

de los menores. Esto retratado con la declaración de inconstitucionalidad de la ley 32330 

por parte del Tribunal Constitucional al contemplar el daño irreversible que se podía 

efectuar sobre los menores. En ese sentido, resulta necesario recomendar al Tribunal 

Constitucional mantener la posición de proteger los derechos de los niños y de los 

adolescentes a fin de evitar la generación y promulgación de leyes que puedan llegar a 

violentar su correcto desarrollo, respetando con eso los principios constitucionales y las 

normativas internacionales al que el Perú está sujeto. Esto con la finalidad de garantizar 

el sistema de justicia juvenil especializado y la correcta aplicación de las leyes penales 

vigentes, asegurando la seguridad social, pero no perjudicando los derechos de los 

menores. 

 

 

Palabras clave: interés superior del niño, responsabilidad penal, derechos 

fundamentales, principios constitucionales y normativa internacional. 

  



 

10 

ABSTRACT 

 

The present research entitled "Affectation of the Best Interests of the Child due to the 

Enactment of Criminal Law 32330, which Implements Criminal Responsibility for 

Adolescents in Trujillo, 2025", had as its general objective to analyze the determining 

factor in the affectation of the best interests of the child resulting from the enactment of 

Criminal Law 32330, which implements criminal responsibility for adolescents in 

Trujillo, 2025. The methodology employed was a qualitative approach using a 

phenomenological design. For data collection, the interview technique was used, along 

with an interview guide instrument consisting of structured questions directed at six 

participants. The general conclusion reached is that Law 32330 generated a significant 

impact on the principle of the best interests of the child, due to the persistent violation of 

human rights and the proper development of adolescents. For this reason, the law was not 

applied by the courts in order to guarantee respect for the rights of minors. This is 

reflected in the declaration of unconstitutionality of Law 32330 by the Constitutional 

Court, upon considering the irreversible harm that could be inflicted upon minors. In this 

regard, it is necessary to recommend that the Constitutional Court maintain its position 

of protecting the rights of children and adolescents in order to prevent the creation and 

enactment of laws that could violate their proper development, thereby respecting the 

constitutional principles and international regulations to which Peru is bound. This is 

aimed at guaranteeing a specialized juvenile justice system and the correct application of 

existing criminal laws, ensuring social security without undermining the rights of minors. 

 

 

Keywords: best interests of the child, criminal responsibility, fundamental rights, 

constitutional principles, and international regulations. 
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I. INTRODUCCIÓN 

 

En la actualidad en la provincia de Trujillo, la aplicación de la ley penal 32330 ha 

ocasionado que exista el riesgo de reincidencia por parte de los adolescentes, puesto que 

se ve afectado el bienestar y desarrollo oportuno debido a las sanciones 

desproporcionadas que se le otorga a los menores, generando una incompatibilidad con 

la institución, por lo que es necesaria la derogación de la presente ley para garantizar el 

interés superior del niño y del adolescente. 

Teniendo en consideración esa problemática, se ha establecido como problema 

general lo siguiente: ¿Cuál es el factor determinante en la afectación al interés superior 

del niño por la dación de la ley penal 32330 que implementa la responsabilidad penal del 

adolescente en Trujillo 2025?, y tomando en consideración los siguientes objetivos 

específicos: ¿Cuál es el factor determinante en la imputabilidad penal del adolescente por 

lo cual afecta el interés superior del niño por la dación de la ley penal 32330 que 

implementa la responsabilidad penal del adolescente en Trujillo 2025?, ¿Cuál es el factor 

determinante para priorizar el bienestar y desarrollo del adolescente para evitar la 

vulneración del interés superior del niño por la dación de la ley penal 32330 que 

implementa la responsabilidad penal del adolescente en Trujillo 2025? y ¿Cuál es el factor 

determinante que genera incompatibilidad legal con la Constitución afectando el interés 

superior del niño por la dación de la ley penal 32330 que implementa la responsabilidad 

penal del adolescente en Trujillo 2025? 

Por lo que, se ha tomado en cuenta como justificación teórica del presente trabajo 

de investigación, que se sustenta tanto en la teoría de los derechos fundamentales como a 

la teoría de la prevención especial. La primera aporta un marco analítico para examinar 

si la Ley Penal 32330 garantiza los derechos inviolables de los adolescentes durante el 

proceso de responsabilidad penal, o si por el contrario vulnera el interés superior del niño. 

La segunda teoría aporta una dimensión crítica sobre los fines que debe perseguir la 

responsabilidad penal adolescente, permitiendo analizar si la Ley 32330 se orienta 

efectivamente hacia la rehabilitación, resocialización y reinserción del adolescente como 

medidas de protección de su interés superior. Es por eso, que la realización de este trabajo 

de investigación evalúa la necesidad de derogación de la ley al no cumplir con lo 

estipulado por las teorías. 

En base a la justificación práctica, esta investigación planteó la necesidad de 

realizar un análisis detallado de la Ley 32330 que evidencie si cumple con la protección 
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del interés superior del niño, así como verificar si actualmente se ajusta a los estándares 

internacionales y nacionales requeridos, y analizar la viabilidad jurídica y práctica de su 

derogación. Este estudio aporta una concepción actualizada y fundamentada del impacto 

que ha generado la Ley 32330 en la realidad jurídica, brinda perspectivas de expertos 

respecto a la necesidad de modificar o derogar esta normativa y generar una evaluación 

necesaria para justificar cualquier proceso de derogación.  

Con respecto a la justificación metodológica, el presente trabajo es de tipo básico, 

con enfoque cualitativo y diseño fenomenológico, toda vez que se puede avanzar de 

manera más eficiente, al realizar de forma correcta el uso de la guía de entrevistas tanto 

a jueces como a fiscales, mejorando la obtención en cuanto a la información para abordar 

el tema tratado. Se logró obtener de forma correcta las perspectivas de los expertos en la 

materia penal, siendo el instrumento utilizado la forma con la que se pudo mejorar la 

alineación con los objetivos planteados, además con una correcta esquematización se 

pudo agilizar la recolección de resultados, con lo cual se podrá concluir si efectivamente 

se debe de realizar la derogación de la Ley 32330, para respetar el interés superior del 

niño y el adolescente. 

De esa manera, se ha establecido como objetivo general: Analizar el factor 

determinante en la afectación al interés superior del niño por la dación de la ley penal 

32330 que implementa la responsabilidad penal del adolescente en Trujillo 2025. Y como 

objetivos específicos: Analizar el factor determinante en la imputabilidad penal del 

adolescente por lo cual afecta el interés superior del niño por la dación de la ley penal 

32330 que implementa la responsabilidad penal del adolescente en Trujillo 2025, Analizar 

el factor determinante para priorizar bienestar y desarrollo del adolescente para evitar la 

vulneración del interés superior del niño por la dación de la ley penal 32330 que 

implementa la responsabilidad penal del adolescente en Trujillo 2025 y Analizar el factor 

determinante que genera la incompatibilidad legal con la Constitución afectando el interés 

superior del niño por la dación de la ley penal 32330 que implementa la responsabilidad 

penal del adolescente en Trujillo 2025.  

Con respecto al marco teórico, a nivel internacional en México, Gómez (2020), 

en su investigación sobre el Marco internacional del derecho penal para menores de edad, 

sostuvo que las normativas internacionales defienden a los derechos del niño y del 

adolescente ante cualquier modificatoria que se intente realizar como la emisión de una 

ley de justicia penal juvenil, teniendo que mantener el eje central sobre el interés superior 

del niño sobre todo caso, siendo necesario que se realice una sofisticación para su correcto 
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fortalecimiento. Esta perspectiva resulta fundamental para analizar la Ley Penal 32330, 

dado que cualquier legislación que implemente la responsabilidad penal en los 

adolescentes debe garantizar que el interés superior del niño permanezca como eje 

transversal en todas las actuaciones estatales, evitando de esta manera que las medidas 

punitivas comprometan los derechos fundamentales de los menores. 

En Brasil, Głębocka (2022), en su investigación sobre una Situación de un niño 

testigo escuchado en un juicio penal por un delito cometido en coautoría con un adulto, 

tuvo como objetivo analizar y sistematizar los derechos procesales más importantes de 

un niño o joven que, siendo autor de un hecho punible y sujeto a procesos juveniles 

separados, comparece como testigo en el proceso penal contra un adulto, en dónde 

concluyó que el desconocimiento de la renuncia al derecho de los menores genera una 

enorme preocupación respecto a su capacidad psicofísica. Mediante un enfoque doctrinal 

y análisis jurídico comparado, la investigación concluyó que existe una necesidad 

imperante de incorporar garantías de forma concreta para otorgar privilegios a los 

menores para que no incurran en una autoincriminación, además de darle acceso a los 

servicios jurídicos necesarios y una protección sólida para que se respeten sus derechos. 

En Argentina, De Bella (2022), en su investigación sobre Justicia Juvenil. La 

mirada sociojurídica para pensar en la necesidad de las intervenciones interdisciplinarias, 

cuyo objetivo fue demostrar que, un abordaje integral y diferenciado de la justicia juvenil 

adolescente es posible desde una perspectiva sociojurídica y en el desarrollo de la justicia 

juvenil restaurativa. En la cual, sostuvo que en el ámbito de América Latina se ha llegado 

a predominar la transformación de dicha tutela con el intento de adultización o con el 

aumento de penas para los adolescentes. Mediante un enfoque cualitativo de tipo 

analítico, la investigación concluyó que resulta necesario que se realice un correcto 

abordaje del problema aplicando una perspectiva sociojurídica y con un enfoque de 

prácticas restaurativas no aplicando del todo un modelo de rigidez normativa. 

En Ecuador, Maldonado et al. (2022), en su investigación sobre Los procesos 

penales de adolescentes infractores y su efectividad en las medidas socio educativas, 

sostuvo que para poder garantizar una eficacia respecto a medidas aplicables en cuanto a 

la delincuencia juvenil radica en la intervención correcta de la rama judicial además de 

poder efectuar medidas privativas teniendo en cuenta las cuestiones socioeducativas y la 

determinación propia del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Privadas de 

Libertad y Adolescentes Infractores (SNAI) para poder efectuarlas, contando a su vez con 

los ejes de atención para garantizar un óptimo desarrollo. Este aporte resulta crucial para 
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la presente investigación, toda vez que cuestiona la eficacia de leyes que incrementan 

responsabilidad penal garantizar que las medidas asociadas sean verdaderamente 

socioeducativas e integrales, lo que podría afectar significativamente el interés superior 

del niño al priorizar castigo sobre reinserción y educación. 

En Ecuador, Mora(2025), en su investigación sobre Justicia Juvenil Restaurativa: 

La mediación como mecanismo de reparación social en materia de adolescentes 

infractores en el cantón esmeralda, sostuvo que  la mediación es un mecanismo que 

presenta una alta eficacia respecto a la reparación social en todo lo que involucra la 

justicia juvenil, pero quedando mermada debido a las deficiencias del sistema normativo 

ecuatoriano, del mismo modo de sus instituciones y de lo formativo, necesitando una 

unión en cuanto a la voluntad tanto política como normativa para impulsar la mediación 

y que cumpla con ser un potencial pilar para una cultura de paz. 

A nivel nacional tenemos, Castro (2021), en su investigación sobre La 

especialidad en la ejecución de la sanción privativa de libertad juvenil: análisis desde el 

derecho internacional de los derechos humanos y la doctrina, tuvo como objetivo 

identificar y analizar los criterios y estándares más relevantes del derecho internacional   

de   los   derechos   humanos   que   fundan   el   derecho   a   un   tratamiento especial en 

la ejecución de la sanción privativa de libertad juvenil respecto de los adultos. Se empleó 

un enfoque cualitativo, tipo análisis doctrinal y como técnica se utilizó la revisión 

bibliográfica, en dónde concluyó que el derecho internacional se encarga de reconocer el 

respeto a la protección de los adolescentes a los cuales se les priva su libertad, teniendo 

que realizarse comprobaciones para poder sustentar dicha acción además de que es 

necesario que la ejecución de dicha sanción debe aplicarse de forma distinta a la de los 

adultos para poder evitar una vulneración de forma específica. 

Chauña (2023), en su investigación sobre Consecuencias de inimputabilidad en 

adolescentes por haber cometido el delito de robo agravado en la comisaría del distrito de 

San Miguel - San Román, 2022, cuya metodología se desarrolló bajo un enfoque 

cualitativo, descriptivo, de tipo básico, no experimental, con diseño hermenéutico y como 

técnicas se empleó la encuesta, análisis de material bibliográfico, análisis de normas, 

análisis de jurisprudencia y como instrumentos el cuestionario, fichas bibliográficas, 

fichas de análisis de contenido y fichas de análisis de jurisprudencia. Sostuvo que la 

inimputabilidad de los adolescentes solo genera un aumento en cuanto a la habitualidad 

de la reincidencia de los jóvenes a cometer crimines, no dejando que las victimas reciban 

un correcto resarcimiento respecto al bien, debido a que los menores de edad son 
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insolventes haciendo necesario la urgencia de medidas para poder controlar la comisión 

de los delitos por parte de los menores de edad. 

Campos (2022), en su investigación sobre El adolescente infractor entre los 14 y 

18 años, la imputabilidad penal, revisión y análisis del sistema penal juvenil del Perú, 

tuvo como objetivo delimitar la imputabilidad penal del adolescente infractor y plantear 

alternativas para su inclusión en el sistema penitenciario juvenil del Perú, cuya 

metodología aplica se desarrolló con un enfoque analítico crítico, diseño no experimental 

y se empleó como técnicas el cuestionario y entrevistas. Sostuvo que la delincuencia 

juvenil presenta una gran cantidad de aumento, presentando en la actualidad las medidas 

socioeducativas una deficiencia en lugar de una ayuda, haciendo necesarios cambios 

como lo sería la modificación de los artículos 236 y 237 del código de niños y 

adolescentes con el fin de poder ampliar de una mejor manera el plazo máximo para los 

adolescentes al momento de ser internados en centros juveniles. 

Diez (2024), en su investigación sobre La capacidad de culpabilidad del 

adolescente y la responsabilidad restringida como propuesta de aplicación en delitos 

graves, como propuesta de aplicación en delitos graves, tuvo como objetivo demostrar 

que un adolescente que ha cometido un delito grave sí puede tener capacidad de 

culpabilidad y en consecuencia se le debe aplicar la responsabilidad restringida a fin de 

que exista proporcionalidad con el delito cometido, se utilizó un enfoque cualitativo de 

tipo interpretativo, diseño no experimental, método deductivo o analítico; asimismo, se 

empleó como técnica la entrevista semiestructurada y cómo técnica la guía de pautas o de 

entrevista, en dónde sostuvo que es posible una afirmación respecto de la responsabilidad 

restringida de poder aplicar una imputabilidad para los adolescentes entre los 14 años a 

17 años, al ser posible que conozcan que su conducta es en sí un delito, al demostrarse 

que si poseen una capacidad de culpa, de manera que si es posible que cumplan con los 

requisitos de imputabilidad debido a que se confirma la facultad de controlar sus acciones 

que de realizarse si configuran delitos. 

Rodríguez (2021), en su investigación titulada como La imputabilidad penal de 

los adolescentes y el principio de interés superior del niño, tuvo como objetivo analizar 

si la imputabilidad penal de los adolescentes que cometen infracciones graves vulnera el 

principio superior del niño, empleando un enfoque cualitativo, método analítico y proceso 

inductivo, como técnicas se utilizó el análisis de documentos, acopio documental, fichaje 

e interpretación normativa, en dónde sostuvo que con las modificaciones que se han ido 

realizando por parte del legislador se han visto vulnerados los derechos de los 
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adolescentes, siendo el principio de interés superior del niño necesario para poder 

defender de forma integral los derechos que poseen los menores, estos siendo de 

relevancia y obligatoriedad para los estados, por lo que el aumentar la duración de las 

medidas respecto al internamiento no segura como tal un respeto para los derechos que 

poseen los adolescentes por su condición de menores de edad. 

Continuando con las bases teóricas, la investigación se basa en la teoría de 

derechos fundamentales y en la teoría de la prevención especial. Conforme a la primera 

teoría, todo análisis sobre la afectación de derechos fundamentales, como el interés 

superior del niño, requiere claridad conceptual y una estructura analítica sólida que 

permita fundamentar por qué una norma legal restringe estos derechos. En el caso de la 

Ley Penal 32330, esto implica verificar si su implementación de la responsabilidad penal 

del adolescente respeta los límites de protección que establece el derecho fundamental al 

interés superior del niño, o si, por el contrario, la restringe de manera no justificada 

(Alexy, 1986). Por otro lado, teoría de la prevención especial, trata de evidenciar una 

prevención respecto a la cantidad de la pena impuesta en una sentencia, entrando en la 

categoría de las teorías teológicas, debido a que busca una correcta conciliación respecto 

a la cual el derecho penal demuestre el cumplimiento exhaustivo y preciso de mantener 

de forma eficiente la educación y la resocialización aplicando esta teoría sin necesidad de 

renunciar a la culpabilidad como un criterio rector (Londoño, 1984; Mendoza, 2024). 

Continuando con el marco conceptual, el estudio ha contemplado como categoría 

el interés superior del niño, la cual es aquel principio que necesita de una interpretación 

detallada al estar vinculado de forma estrecha con los derechos de los menores, estando 

regulado en los ordenamientos jurídicos nacionales e internacionales a fin de poder 

garantizar una protección efectiva para la infancia y el correcto desarrollo de los menores, 

al ser totalmente dependientes de la correcta aplicación de las leyes para la efectividad 

del cumplimiento de sus derechos (Gil, 2023; Huerta y Burga, 2025; Mendoza, 2022; 

Ortiz y Mendizábal, 2025).   

Como primera subcategoría se planteó la imputabilidad penal del adolescente que 

tiene como concepto ser de carácter fundamental para el derecho penal al ser aquella 

figura que delimita la capacidad que posee una persona para ser responsable de haber 

cometido actos ilícitos. En el Perú se les cataloga como adolescentes cuando tienen la 

edad entre 14 y 18 años estando sujetos a un sistema juvenil. Sin embargo, habiendo sido 

actualizado para que a partir de los 16 entren en el sistema penal ordinario (Bonilla et al., 

2021; De Luca, 2022; Gómez, 2020; Villanueva, 2025). 
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Como segunda subcategoría se planteó se planteó priorizar el bienestar y 

desarrollo del adolescente que tiene como concepto que a través de la protección efectiva 

para los menores de edad se puede garantizar el cumplimiento del principio de interés 

superior del niño, enfatizando que es necesario garantizar a los menores el poder tener 

una vida digna y a su vez un correcto desarrollo durante todas sus etapas hasta la adultez, 

debiendo ser garantizado a través de las distintas acciones que pueda tener el estado 

(Bailon et al., 2025; Díaz et al., 2024; Peñafiel y Mera; 2024; Viera y Tello, 2025). 

Como tercera subcategoría se planteó la incompatibilidad legal con la 

Constitución que tiene como concepto que es aquel conflicto mediante el cual se 

evidencia la falta de claridad en las normas que se promulgan o entran en vigencia al 

contravenir con lo estipulado en la constitución implicando una falta respecto a la 

conformidad que debe tenerse en cuanto a un enunciado jurídico contenido en la 

constitución (Espinoza et al., 2022; Huerta, 2003; Salem, 2023; Zambrano et al., 2022). 
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II. METODOLOGÍA 

 

2.1. Enfoque, tipo 

El presente trabajo viene a ser una investigación de tipo básico, según esto debido 

a que una investigación básica es aquella que mediante su correcta aplicación busca lograr 

producir un nuevo aporte que sea significativo al conocimiento, incrementando la teoría 

existente respecto a un tema determinado que haya sido elegido. Del mismo modo este 

tipo de investigación presentando el objetivo que mediante su correcta aplicación se 

pueda lograr generar nuevos conocimientos para entender de forma más precisa la 

problemática respectiva materia de estudio y generar un mayor conocimiento que pueda 

responder dicho cuestionamiento, en contraste con las investigaciones anteriormente 

realizadas del tema que se esté cuestionando (Calderón et al., 2025; Láscarez et al., 2021). 

Asimismo, se ha aplicado el enfoque cualitativo, porque este tipo de investigación 

presenta el brindar una aproximación respecto a las aproximaciones que se pueden tener 

del tema trabajado, para poder describirlo y comprenderlo, de esta manera manteniendo 

el método hipotético deductivo, con la finalidad de poder mantener la hipótesis en la 

realidad concreta donde se realizara el estudio materia de investigación. Además, que las 

etapas comprendidas en una investigación de carácter cualitativo deben de presentar un 

orden siendo el de plantear el proyecto a investigar, desarrollar un marco teórico y realizar 

un diseño metodológico, para posterior a eso empezar la recolección de datos (Cházaro, 

2024; Sánchez y Murillo, 2021). 

2.2. Diseño de investigación 

Se ha tomado en consideración el diseño fenomenológico, siendo este un enfoque 

del tipo cualitativo el cual busca el comprender las esencias respecto a las experiencias 

presentes por parte de los participantes, al mismo tiempo que se explora sus percepciones 

y significados, teniendo el objetivo de poder revelar la experiencia humana, enfatizando 

el uso principal de entrevistas de forma abierta y de un análisis realizado minuciosamente 

para la interpretación del tema a investigar. Por lo que mediante este diseño se permite el 

realizar un examen de forma detallada en cuanto a las experiencias cotidianas de los 

expertos respeto a un tema en particular, con un énfasis en la subjetividad y en el análisis 

(Meza et al., 2025; Rivas et al., 2025). 

2.3. Escenario de estudio y participantes 

En base al escenario de estudio, según Jaime et al. (2025) es aquel lugar en el que 

el observador ha decidido realizar el análisis y observación del fenómeno materia de 
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estudio, siendo desarrollado en el distrito de Trujillo. Respecto a la elección de los 

participantes, según Olaya et al. (2025) son las personas seleccionadas bajo criterios como 

el de la experiencia que presentan en el tema y la especialización del campo de estudio 

necesario para la investigación, siendo así, se ha considerado a seis participantes, los 

cuales son 2 jueces y 4 fiscales, quienes tienen conocimiento del problema general 

planteado, ante ello brindaron información relevante para la presente investigación.  

2.4. Técnicas e instrumentos de recojo de datos 

Se ha considerado la técnica de la entrevista, como técnica de recolección de 

datos, dado que consiste en la utilización de los sentidos con la finalidad de poder hacer 

un registro de los hechos, conjuntamente con las realidades sociales, las cuales están 

presentes que giran en torno al entrevistado y la realidad la cual han experimentado. 

Siendo esta una técnica básica en cuanto a la recolección de datos e información en las 

ciencias sociales, mediante el uso de cuestionamientos a la realidad presente en las 

personas, realizando un registro para la interpretación de un contexto especifico en 

condiciones propias, además de las condiciones sociales, culturales e históricas (Gonzales 

et al., 2022).    

Como instrumento de recopilación de datos se utilizó la Guía de entrevista, siendo 

aquella estructura o preguntas las cuales están diseñadas con la finalidad de dirigir una 

conversación y poder obtener la información específica al realizarse una investigación 

cualitativa. Las guías de entrevista conteniendo diversos tópicos, con preguntas abiertas 

para poder realizar una discusión que sea tanto detallada como flexible. Siendo las 

herramientas con las que se orienta al entrevistador para garantizar una consistencia sobre 

las preguntas que se realizan. Presentando el objetivo de recopilar datos amplios y 

detallados para poder mejorar la comprensión del tema materia de investigación con las 

perspectivas otorgadas por los participantes., siendo validado por tres expertos con el 

grado académico de magíster, planteando 10 preguntas estructuradas que aborden los 

objetivos generales y específicos. (Tasayco et al., 2024) 

2.5. Técnica de análisis de datos 

Como método de análisis de datos, se ha utilizado la triangulación, según Venegas 

et al. (2025) este se presenta como un tipo de enfoque aplicado en la metodología 

presentando una importancia al servir para mejorar de forma significativa la validez y al 

mismo tiempo la confiabilidad respecto a los resultados que se lleguen a conseguir al 

realizar una investigación cualitativa. Asimismo, en la presente investigación se utilizará 

el Atlas ti 25 para realizar la triangulación, debido a que este software es una gran 
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herramienta que brinda una ayuda respecto al procesamiento de información al 

presentarse en una gran cantidad, poseyendo la característica de poder sistematizar de 

forma correcta el proceso respecto a los datos que no sean estructurados o que estos 

difícilmente lleguen a ser explorados con el uso de técnicas enfocadas a estadísticas. 

Ofreciendo por su parte una gran variedad de herramientas para poder extraer y a su vez 

comprar los documentos con distintas fuentes, haciendo de forma flexible y mejorando la 

estructuración (De León et al., 2024). 

2.6. Aspectos éticos en investigación 

Con relación a los aspectos éticos, es necesario que se cumpla con el resguardo 

ético en toda investigación para poder garantizar la calidad de la misma, vinculando rigor, 

confiabilidad y a su vez una credibilidad eficiente respecto al tema materia de estudio 

(Pérez, 2022). Por lo cual, en la presente investigación se realizó siguiendo los principios 

éticos de la Universidad Católica de Trujillo, así como también lo establecido por la 

normativa APA 7. Finalmente, se respetó el porcentaje permitido por el turnitin ya que la 

tesis no presenta más del 20% de similitud.  
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III.  RESULTADOS 

Figura 1.  

Análisis cualitativo de la subcategoría imputabilidad penal del adolescente.  

 
Nota. Elaboración Atlas.ti 25
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En la figura 1 se muestran los resultados obtenidos respecto a la subcategoría 

imputabilidad penal del adolescente, la cual tiene como indicadores la responsabilidad 

penal del adolescente, la sanción inadecuada y el proceso ordinario inadecuado. En cuanto 

al primer indicador, la mayoría de los participantes coincidieron en que la Ley 32330 no 

se aplica adecuadamente, dado que vulnera la protección constitucional y convencional 

reconocida a los adolescentes, quienes no cometen delitos sino infracciones y, por 

consiguiente, deben ser tratados bajo el régimen especial diferenciado. En ese sentido, 

varios de los entrevistados hicieron referencia a que el Tribunal Constitucional declaró la 

inconstitucionalidad de la norma, determinando así, que reducir la edad de imputabilidad 

penal ordinaria a 16 años contraviene la Constitución, dado que los menores de 18 años 

deben estar sujetos exclusivamente al Código de Responsabilidad Penal de Adolescentes, 

sin excepción por la gravedad del delito. Sin embargo, también surgió la perspectiva que 

diferenció entre la vigencia de la ley, lo cual es cuestionable desde el plano constitucional 

y su aplicación procesal, señalando que una vez promulgada la norma, los procesos se 

llevaron a cabo conforme al principio de legalidad, siendo el verdadero problema la 

existencia misma de ley y no los presupuestos procesales que ella genera.  

Respecto al indicador sanción inadecuada, la mayoría de los participantes 

consideraron que la Ley 32330 sí genera sanciones inadecuadas, dado que, aplicada la 

lógica punitiva del sistema penal ordinario de adultos a personas en etapa de formación y 

desarrollo, sin considerar su edad ni sus necesidades especiales. Siendo así, destacaron 

que el traslado de menores a establecimientos penitenciarios para adultos resulta ineficaz 

y contrario al fin educativo y resocializador que debe primar en la justicia juvenil, además 

de contravenir los propósitos de rehabilitación e inserción social del adolescente. Sin 

embargo, una de las posiciones señaló que las sanciones aplicadas eran coherentes con el 

principio de legalidad vigente al momento de la aplicación de la ley, precisando que el 

cuestionamiento no recae sobre las penas en sí mismas, sino sobre la propia vigencia de 

la norma que las originó y que sometió indebidamente a los adolescentes a las 

consecuencias jurídicas del sistema penal de adultos.  

En cuanto al indicador proceso ordinario inadecuado, se ha evidenciado e que 

someter a adolescentes al proceso penal ordinario resulta inadecuado, toda vez que este 

elimina garantías específicas propias del sistema especializado, tales como la reserva de 

identidad, la intervención de fiscales y jueces especializados en justicia juvenil, y el uso 

de mecanismos de justicia restaurativa, los cuales resultan indispensables para atender la 

condición particular de los menores de edad.  
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Figura 2.  

Análisis cualitativo de la subcategoría priorizar el bienestar y desarrollo del adolescente. 

 

Nota.  Elaboración Atlas.ti 25
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Conforme a la figura 2 se muestran los resultados obtenidos en relación a la 

subcategoría priorizar el bienestar y el desarrollo del adolescente, la misma que presentó 

como indicadores a las sanciones desproporcionas, la falta de tratamiento equitativo y las 

deficiencias en el correcto desarrollo. Respecto al indicador sanciones 

desproporcionadas, la totalidad de los participantes coincidieron en que la Ley 32330 no 

respetó la priorización del bienestar ni el desarrollo del adolescente, dado que las 

sanciones impuestas resultaron desproporcionadas al no tomar en cuenta la condición de 

personas en etapa de formación biológica, psicológica y emocional. En ese sentido, 

señalaron que la norma subordinó el bienestar del adolescente a objetivos de seguridad 

ciudadana, priorizando el castigo sobre la rehabilitación e ignorando el principio de 

interés superior del niño. Asimismo, se destacó que, de haberse contemplado reglas 

diferenciadas para los adolescentes dentro de la propia ley, habría sido posible compensar 

en parte la distancia entre el tratamiento penal ordinario y los parámetros especiales que 

exige la justicia juvenil.  

Respecto al indicador falta de tratamiento equitativo, los participantes 

coincidieron que la Ley 32330 no respetó el tratamiento diferenciado que el Estado debe 

garantizar a los adolescentes, equiparándolos en el proceso y en las consecuencias 

jurídicas con personas adultas, lo cual resulta contrario a su condición de sujetos de 

especial protección. Siendo así, se destacó que la norma generó un trato discriminatorio 

al establecer que la jurisdicción aplicable dependiera únicamente del tipo de delito 

cometido, de modo que dos adolescentes de la misma edad y condición biopsicosocial 

podían recibir tratamientos legales opuestos, vulnerando el derecho a la igualdad ante la 

ley. Adicionalmente, se mencionó que en la práctica esta falta de tratamiento equitativo 

derivó en el internamiento de menores en establecimientos penitenciarios de alta 

peligrosidad, abandonando el enfoque pedagógico, educativo y de reinserción que resulta 

indispensable para garantizar el correcto desarrollo del adolescente y su futura 

reintegración a la sociedad.  

En cuanto al indicador deficiencias en el correcto desarrollo, la totalidad de los 

participantes coincidieron en que la aplicación de la Ley 32330 generó deficiencias 

significativas en el desarrollo cognitivo, psicológico y emocional de los adolescentes 

sometidos al sistema penal ordinario. Asimismo, señalaron que este entorno no favorece 

la reforma del comportamiento, por el contrario, potencia la agresividad y la influencia 

negativa de los otros internos de mayor peligrosidad.  
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Figura 3.  

Análisis cualitativo de la subcategoría incompatibilidad legal con la Constitución.  

 

Nota.  Elaboración Atlas.ti 25
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De la figura 3 se muestran los resultados obtenidos con respecto a la subcategoría 

incompatibilidad legal con la Constitución, la misma que presentó como indicadores a la 

necesidad de protección del adolescente, la vulneración del interés superior del niño, la 

supremacía constitucional y los tratados internacionales. Por lo que, en base al indicador 

necesidad de protección del adolescente, la totalidad de los participantes coincidieron en 

que existe una incompatibilidad manifiesta entre la Ley 32330 y la Constitución Política 

del Perú, toda vez que el artículo 4 de la Carta Magna establece la obligación del Estado 

y la comunidad de proteger especialmente al niño y al adolescente, mandato que la norma 

cuestionada contravino al equiparar el tratamiento penal y penitenciario de menores con 

el de adultos. 

Respecto al indicador vulneración del interés superior del niño, la totalidad de los 

participantes coincidieron en que la Ley 32330 vulneró gravemente el principio del 

interés superior del niño, el cual exige que cualquier medida estatal considere de forma 

prioritaria los derechos y el bienestar del menor en todos los aspectos de su vida, 

incluyendo su desarrollo personal, psicológico, emocional y físico. En ese sentido, 

señalaron que la norma fue declarada inconstitucional precisamente porque sus efectos 

restrictivos sobre los derechos de los adolescentes no se compensaron con ningún 

beneficio real en la lucha contra la criminalidad, evidenciando que el legislador priorizó 

objetivos de seguridad pública por encima del mandato constitucional de protección 

especial a la niñez y adolescencia. Asimismo, destacaron que el principio del interés 

superior del niño es de ineludible materialización y no puede ceder frente a 

consideraciones de política criminal ordinaria, razón por la cual la ley resultó 

incompatible tanto con la Constitución como con los compromisos internacionales 

asumidos por el Estado peruano en materia de derechos del niño y del adolescente. 

En relación con el indicador supremacía constitucional, las respuestas obtenidas 

sostienen que la Ley 32330 vulneró el principio de supremacía constitucional, dado que 

ninguna norma de rango legal puede contradecir los mandatos establecidos en la 

Constitución Política, la cual representa el fundamento de todo el ordenamiento jurídico. 

En ese sentido, señalaron que la norma contravino directamente la defensa de la persona 

humana y el respeto a su dignidad como fin supremo del Estado, así como los preceptos 

constitucionales que ordenan proteger especialmente a los niños y adolescentes, lo que 

determinó su declaratoria de inconstitucionalidad. Asimismo, se destacó que el Tribunal 

Constitucional, al emitir su sentencia, ordenó la reconducción de todos los procesos 

tramitados bajo la Ley 32330 al sistema especializado de justicia juvenil, reafirmando que 
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ninguna ley puede estar por encima de los principios constitucionales de protección a la 

niñez y de garantía de los derechos fundamentales de los adolescentes. 

Con el indicador tratados internacionales, la totalidad de los participantes 

coincidieron en que la Ley 32330 resultó incompatible con los tratados internacionales 

sobre derechos del niño y del adolescente que el Perú ha suscrito y que forman parte del 

bloque de constitucionalidad. Por lo que señalaron que la Convención sobre los Derechos 

del Niño y la Convención Americana sobre Derechos Humanos exigen la implementación 

de un sistema especializado de justicia juvenil orientado a la rehabilitación y reinserción 

social, y prohíben expresamente la regresividad en la protección de los derechos de los 

menores, por lo que tratar a adolescentes como adultos dentro del sistema penal ordinario 

constituye una contravención a las obligaciones internacionales asumidas por el Estado 

peruano. Adicionalmente, se destacó que el Perú, al ser parte de estos tratados, se 

encuentra obligado a emitir legislación que favorezca y no restrinja los derechos del 

adolescente, y que la jurisprudencia internacional en la materia debió haber sido tomada 

en cuenta al momento de la elaboración y aprobación de la norma, lo que no ocurrió, 

evidenciando un incumplimiento de los compromisos internacionales del país en materia 

de derechos humanos. 

Adicionalmente, de las respuestas brindadas en las entrevistas se ha identificado 

como categoría emergente a la norma constitucional, en donde los participantes señalaron 

que la Ley 32330 fue declarada inconstitucional precisamente porque sus efectos 

restrictivos sobre los derechos de los adolescentes no se compensan con el supuesto 

beneficio en la lucha contra la criminalidad, determinándose además que la disminución 

de la edad de imputabilidad penal ordinaria a 16 años no es conforme con la Constitución, 

y que las penas del sistema penal ordinario contravienen el fin educativo y resocializar 

que debe primar en la justicia juvenil, lo que reafirma que cualquier norma que pretenda 

regular la responsabilidad penal del adolescente debe respetar los límites que la 

Constitución Política y los tratados internaciones imponen en materia de protección 

especial a la niñez y adolescencia.  
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Figura 4.  

Análisis cualitativo de la categoría gestión de conflictos por la escasa identificación laboral. 

Nota. Elaboración Atlas.ti 25
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Conforme a la figura 4, se muestran los resultados obtenidos de la categoría 

afectación al interés superior del niño por la dación de la ley penal 32330 que implementa 

la responsabilidad penal del adolescente, de la cual podemos señalar que esta se sustenta 

en 3 subcategorías, siendo la primera subcategoría, la imputabilidad penal del adolescente 

que tiene como indicadores a la responsabilidad penal del adolescente, la sanción 

inadecuada y el proceso ordinario inadecuado. Asimismo, tenemos como segunda 

subcategoría, priorizar el bienestar y desarrollo del adolescente, la cual tiene como 

indicadores a las sanciones desproporcionadas, falta de tratamiento equitativo y 

deficiencias en el correcto desarrollo. Finalmente, tenemos a subcategoría, 

incompatibilidad legal con la Constitución, que tiene como indicadores a la necesidad de 

protección del adolescente, la vulneración del interés superior del niño, la supremacía 

constitucional y los tratados internacionales. En ese sentido, de acuerdo a las respuestas 

obtenidas, los participantes coincidieron en que la Ley 32330 que implementa la 

responsabilidad penal del adolescente genera una afectación al interés superior del niño, 

ello debido a factores vinculados a la inadecuada imputabilidad penal aplicada a los 

adolescentes, la vulneración del bienestar y desarrollo integral del menor al someterlo a 

un sistema punitivo propio d adultos, y la incompatibilidad de la norma con la 

Constitución Política y los tratados internaciones en materia de derechos del niño y 

adolescentes, generando así un entorno jurídico contrario a los principios de protección 

especial, rehabilitación y reinserción social que deben primar en la justicia juvenil en 

Trujillo.  

 

 

 

 

 

 

  



 

30 

IV.  DISCUSIÓN 

 

En este apartado se va a desarrollar la discusión de los resultados, los cuales se 

han obtenido mediante la aplicación de las entrevistas, para ello se va a desarrollar a través 

del método de la triangulación contrastando la información obtenida con el marco teórico, 

el cual se encuentra conformado tanto por los antecedentes internacionales como 

nacionales, las teóricas y con las definiciones conceptuales de las subcategorías, ello a fin 

de identificar la relación existente con los objetivos de investigación.  

Siendo así, respecto al objetivo general que es analizar el factor determinante en 

la afectación al interés superior del niño por la dación de la ley penal 32330 que 

implementa la responsabilidad penal del adolescente en Trujillo 2025, como tal los 

participantes al momento de responder han enmarcado que en efecto la aplicación de la 

ley 32330 genera una afectación al interés superior del niño, esto debido a diversos 

factores que vulneran los derechos fundamentales y el desarrollo integral del adolescente 

como la inadecuada imputabilidad penal que somete a los menores de edad al mismo 

proceso ordinario que los adultos sin considerar su condición de personas en etapa de 

formación, sumado a ello, la vulneración del bienestar y desarrollo del adolescente 

producto de sanciones desproporcionadas, la falta de tratamiento equitativo y las 

deficiencias del correcto desarrollo que genera el encarcelamiento en establecimientos 

penitenciarios de adultos, así como también la incompatibilidad de la norma con la 

Constitución Política y los tratados de derechos internacionales en materia de derechos 

del niño y adolescentes, lo que determinó su declaratoria de inconstitucionalidad por el 

Tribunal Constitucional mediante la sentencia contenida en los expedientes acumulados 

00008-2025-PI/TC, 00012-2025-PI/TC, 00014-2025-PI/TC y 00023-2025-PI/TC, 

emitida el 05 de diciembre de 2025, y publicada en 16 de enero de 2026, generando así 

un entorno jurídico contrario a los principios de protección especial, rehabilitación y 

reinserción social que deben primar en la justicia juvenil en Trujillo. 

Lo mencionado guarda relación con lo señalado por Gómez (2020), en México, 

quien sostuvo que las normativas internacionales defienden los derechos del niño y del 

adolescente ante cualquier modificatoria que se intente realizar, teniendo que mantener el 

eje central sobre el interés superior del niño en todo caso, lo cual se ve reflejado en los 

resultados obtenidos, dado que los participantes evidenciaron que la Ley 32330 se alejó 

de este principio rector al implementar un sistema de responsabilidad penal ordinaria para 

adolescentes, afectando directamente sus derechos fundamentales. Asimismo, guarda 
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relación con De Bella (2022), quien explicó que en América Latina ha predominado la 

tendencia de adultización o el aumento de penas para los adolescentes, concluyendo que 

resulta necesario un correcto abordaje del problema aplicando una perspectiva 

sociojurídica con un enfoque de prácticas restaurativas, lo cual se refleja en la situación 

identificada en la presente investigación, donde los participantes señalaron que la Ley 

32330 priorizó el castigo sobre la rehabilitación, ignorando el enfoque restaurativo que 

debe primar en la justicia juvenil.  

Asimismo, esto guarda relación con la teoría de los derechos fundamentales 

planteada por Alexy (1986), quien señala que todo análisis sobre la afectación de derechos 

fundamentales requiere claridad conceptual y una estructura analítica sólida que permita 

fundamentar por qué una norma legal restringe estos derechos, siendo necesario verificar 

si la implementación de la responsabilidad penal del adolescente respeta los límites de 

protección que establece el derecho fundamental al interés superior del niño, o si, por el 

contrario, la restringe de manera no justificada. 

Con respecto al primer objetivo específico que se basa en analizar el factor 

determinante en la imputabilidad penal del adolescente por lo cual afecta el interés 

superior del niño por la dación de la ley penal 32330 que implementa la responsabilidad 

penal del adolescente en Trujillo 2025, los participantes en sus respuestas de manera 

conjunta coincidieron en que la Ley 32330 no se aplica adecuadamente, toda vez que 

vulnera la protección constitucional y convencional reconocida a los adolescentes, al 

someterlos al mismo sistema penal ordinario que los adultos sin considerar que ellos no 

cometen delitos sino infracciones, debiendo ser tratados bajo un régimen especial 

diferenciado, lo cual se evidenció en la generación de sanciones inadecuadas que 

ignoraron su condición de personas en etapa de formación biológica, psicológica y 

emocional, y en la implementación de un proceso ordinario que eliminó garantías 

específicas del sistema especializado, como la reserva de identidad, la intervención de 

fiscales y jueces especializados, y el uso de mecanismos de justicia restaurativa, afectando 

de manera directa el interés superior del niño al priorizar criterios punitivos sobre el fin 

educativo y resocializador que debe caracterizar a la justicia juvenil. 

Por lo que, lo mencionado presenta relación con lo señalado por Campos (2022), 

quien sostuvo que con las modificaciones realizadas por el legislador se han visto 

vulnerados los derechos de los adolescentes, siendo el principio de interés superior del 

niño necesario para poder defender de forma integral los derechos que poseen los 

menores, señalando además que el aumentar la duración de las medidas respecto al 



 

32 

internamiento no garantiza el respeto de los derechos de los adolescentes por su condición 

de menores de edad. Asimismo, guarda relación con Głębocka (2022), quien concluyó 

que existe una necesidad imperante de incorporar garantías concretas para otorgar 

privilegios a los menores, evitando su autoincriminación y garantizando el acceso a 

servicios jurídicos adecuados con una protección sólida que respete sus derechos, lo cual 

coincide con lo evidenciado por los participantes al señalar que el proceso ordinario al 

que fueron sometidos los adolescentes careció de las garantías especializadas 

indispensables para atender su condición particular. 

Con respecto al segundo objetivo específico que se basa en analizar el factor 

determinante para priorizar el bienestar y desarrollo del adolescente para evitar la 

vulneración del interés superior del niño por la dación de la ley penal 32330 que 

implementa la responsabilidad penal del adolescente en Trujillo 2025, los participantes 

en sus respuestas coincidieron en que la Ley 32330 no respetó la priorización del bienestar 

ni del desarrollo del adolescente, esto debido a que las sanciones impuestas resultaron 

desproporcionadas al subordinar el bienestar del menor a objetivos de seguridad 

ciudadana, priorizando el castigo sobre la rehabilitación e ignorando el principio del 

interés superior del niño, lo cual se tradujo en la falta de tratamiento equitativo al 

equiparar a los adolescentes con adultos en el proceso y en las consecuencias jurídicas, y 

en las deficiencias en el correcto desarrollo al generarse un entorno carcelario que 

interfiere críticamente con el desarrollo cognitivo, psicológico y emocional del menor, 

potenciando la agresividad y la influencia negativa de internos de mayor peligrosidad, 

evidenciándose así que la escasa priorización del bienestar y desarrollo del adolescente 

surge como resultado de un modelo punitivo que ignora las necesidades formativas 

propias de esta etapa de vida. 

Los resultados obtenidos coinciden con lo señalado por Maldonado et al. (2022), 

quienes refirieron que para poder garantizar una eficacia respecto a las medidas aplicables 

en cuanto a la delincuencia juvenil, resulta fundamental contar con una intervención 

correcta de la rama judicial que contemple medidas privativas con un enfoque 

socioeducativo que garantice un óptimo desarrollo, cuestionando la eficacia de leyes que 

incrementan la responsabilidad penal sin asegurar que las medidas asociadas sean 

verdaderamente socioeducativas e integrales, lo cual reafirma que la Ley 32330 priorizó 

el castigo sobre la reinserción y la educación, afectando significativamente el interés 

superior del niño. Del mismo modo, guarda relación con Mora (2025), quien sostuvo que 

la mediación como mecanismo de justicia restaurativa presenta una alta eficacia respecto 
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a la reparación social en materia de adolescentes infractores, lo que contrasta con la 

orientación punitiva de la Ley 32330, que prescindió de estos mecanismos alternativos al 

someter a los menores al proceso penal ordinario, privándolos de oportunidades reales de 

rehabilitación y reintegración social. 

Con respecto al tercer objetivo específico que se basa en analizar el factor 

determinante que genera la incompatibilidad legal con la Constitución afectando el interés 

superior del niño por la dación de la ley penal 32330 que implementa la responsabilidad 

penal del adolescente en Trujillo 2025, los participantes en sus respuestas refirieron que 

la Ley 32330 presenta una incompatibilidad manifiesta con la Constitución Política del 

Perú, dado que contraviene el artículo 4 de la Carta Magna que establece la obligación 

del Estado y la comunidad de proteger especialmente al niño y al adolescente, vulnerando 

el principio del interés superior del niño al no compensar sus efectos restrictivos con 

ningún beneficio real en la lucha contra la criminalidad, transgrediendo la supremacía 

constitucional al contradecir la defensa de la persona humana y el respeto a su dignidad 

como fin supremo del Estado, y resultando incompatible con el bloque de 

constitucionalidad al contravenir la Convención sobre los Derechos del Niño y la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, que exigen un sistema especializado 

de justicia juvenil y prohíben la regresividad en la protección de los derechos de los 

menores, lo que evidencia que la incompatibilidad legal con la Constitución representa el 

factor determinante que sustenta la declaratoria de inconstitucionalidad de la norma. 

Esta situación coincide con lo planteado por Castro (2021), quien sostuvo que el 

derecho internacional reconoce el respeto a la protección de los adolescentes a quienes se 

les priva la libertad, siendo necesario que la ejecución de dicha sanción se aplique de 

forma distinta a la de los adultos para poder evitar una vulneración específica de sus 

derechos, lo cual guarda directa concordancia con lo evidenciado en la presente 

investigación, donde los participantes señalaron que el sometimiento de adolescentes al 

proceso penal ordinario desconoció las garantías especiales que el ordenamiento jurídico 

nacional e internacional les reconoce. Asimismo, guarda relación con la teoría de la 

prevención especial, sustentada por Londoño (1984) y Mendoza (2024), quienes señalan 

que el derecho penal debe mantener de forma eficiente la educación y la resocialización 

sin renunciar a la culpabilidad como criterio rector, lo que contrasta con la orientación de 

la Ley 32330, que al imponer el régimen penal ordinario a los adolescentes, desatendió 

los fines resocializadores y educativos que deben caracterizar la respuesta estatal frente a 
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la infracción juvenil, desnaturalizando así los propósitos preventivos que justifican la 

intervención del derecho penal en esta materia. 

Adicionalmente, en los resultados obtenidos se ha encontrado como categoría 

emergente la norma constitucional, dado que los participantes evidencias que la Ley 

32330 fue declarada inconstitucional precisamente porque sus efectos restrictivos sobre 

los derechos de los adolescentes no se compensan con el supuesto beneficio en la lucha 

contra la criminalidad, determinándose además que la disminución de la edad de 

imputabilidad penal ordinaria a 16 años no es conforme con la Constitución, y que las 

penas del sistema penal ordinario contravienen el fin educativo y resocializador que debe 

primar en la justicia juvenil, afectando de esa manera la vigencia del principio de interés 

superior del niño. Esto coincide con lo planteado por Chauña (2023), quien destacó la 

urgencia de medidas para poder controlar la comisión de delitos por parte de los menores 

de edad, señalando sin embargo que estas no pueden desatender los derechos que el 

ordenamiento les reconoce. Asimismo, se relaciona con Diez (2024), quien señaló que, si 

bien es posible afirmar una responsabilidad restringida de los adolescentes, esta debe 

contemplarse dentro de un marco que respete su condición de personas en desarrollo, lo 

que contribuye a dar sentido a la necesidad de que cualquier reforma legislativa en materia 

de justicia juvenil se construya sobre la base del principio de interés superior del niño y 

no en función de objetivos de política criminal coyuntural. 

 

 

 

 

 

 

 

 

  



 

35 

V. CONCLUSIONES 

 

Primera: Con base en el objetivo general, se ha llegado a la conclusión que la 

Ley 32330 generó una gran afectación respecto al principio superior del niño, estando 

esto contemplado en la ciudad de Trujillo en los procesos penales, debido a la 

vulneración persistente que se encuentra sobre los derechos humanos, además del 

correcto desarrollo de los adolescentes, razón por la cual no fue aplicada por parte de 

los juzgados a fin de garantizar el respeto por los derechos de los menores. Esto 

retratado con la declaración de inconstitucionalidad de la ley 32330 por parte del 

Tribunal Constitucional al contemplar el daño irreversible que se podía efectuar sobre 

los menores.  

Segunda: Con base en el primer objetivo específico, se ha llegado concluir 

que, respecto a la imputabilidad penal, e intento de aplicación práctica de la ley 

conducía a una reducción en cuanto a las garantías especializadas encontrándose entre 

estas las medidas socioeducativas adecuadas para una reincorporación con la 

sociedad, generando que se puedan dar sanciones y procesos inadecuados respecto a 

los adolescentes que aún se encuentran en formación. Dichos intentos prácticos 

evidencian que la ley como tal no garantiza un correcto tratamiento en cuanto a la 

naturaleza restauradora y a la vez educativa que exige una correcta justicia juvenil.  

Tercera: Con base en el segundo objetivo específico, se ha concluido que la 

norma trató de realizar el intento de orientar la respuesta por parte del estado hacia un 

castigo con mayor severidad, antes que realizar el intento de reinsertar a los jóvenes 

a la sociedad con el uso de sanciones desproporcionados, tratos no equitativos y 

condiciones institucionales que perjudicaban su correcto desarrollo cognitivo, 

emocional y social. Dejando de priorizar las medidas que fortalezcan la correcta 

reinserción para priorizar el interés superior del niño que es un fundamental en la 

normativa nacional e internacional.  

Cuarta: Con base en el tercero objetivo específico, se ha podido concluir que 

se evidencia una incompatibilidad entre esta ley y los mandatos constitucionales del 

Estado y al marco internacional respecto a la protección especial para los niños y 

adolescentes, siendo esta norma aquella que contravino los principios de supremacía 

constitucional y del bloque de constitucionalidad al intentar introducir regresiones en 

cuanto a la protección de derechos por parte del Estado y en cumplimiento con sus 

compromisos internacionales.  



 

36 

VI. RECOMENDACIONES 

 

Primera: Se recomienda al Tribunal Constitucional mantener la posición de 

proteger los derechos de los niños y de los adolescentes a fin de evitar la generación 

y promulgación de leyes que puedan llegar a violentar su correcto de desarrollo, 

respetando con eso los principios constitucionales y las normativas internacionales al 

que el Perú está sujeto. Esto con la finalidad de garantizar el sistema de justicia juvenil 

especializado y la correcta aplicación de las leyes penales vigentes, asegurando la 

seguridad social, pero no perjudicando los derechos de los menores.  

Segunda: Se recomienda al Congreso de la República implementar políticas 

públicas que estén orientadas a la priorización del bienestar de los menores y a su 

reinserción en la sociedad a fin de evitar que se generen leyes que afecten los derechos 

de los menores, debiendo enfocarse en programas de capacitación para los 

adolescentes infractores, atención psicosocial y evaluaciones que puedan asegurar la 

correcta aplicación de las medidas para lograr que se reformen correctamente.  

Tercera: Se recomienda a los operadores de justicia del Poder Judicial que 

mantengan una correcta capacitación y especialización en la materia penal para 

garantizar que se dé un control difuso oportuno para evitar que la generación de leyes 

que violenten derechos como lo ha sido la ley 32330 perjudique el correcto desarrollo 

de los menores o que genere una tensión respecto a la forma en la que se debe aplicar 

las leyes de los menores.  

Cuarta: Se recomienda al Ministerio Público implementar un protocolo 

nacional que contenga criterios respecto al correcto procesamiento y a la oportuna 

derivación a medidas socioeducativas, con la finalidad de promover una estrategia en 

caso de la promulgación de leyes que puedan afectar el principio de interés superior 

del niño y no respetando los parámetros internacionales en cuanto al procesamiento 

penal que le corresponde a los menores.  
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ANEXOS 

Anexo 1. Cuadro de categorizacion (Cualitativo) 

CATEGORÍA 
DEFINICIÓN 

CONCEPTUAL 
SUBCATEGORÍAS INDICADORES CÓDIGOS 

Afectación al 

interés superior 

del niño por la 

dación de la ley 

penal 32330 

que 

implementa la 

responsabilidad 

penal del 

adolescente en 

Trujillo 2025 

Como categoría 

se planteó el 

interés superior 

del niño, el cual 

viene a ser 

definido como 

aquel principio 

cuya finalidad 

radica en buscar 

la efectividad 

plena de los 

derechos de los 

menores, por lo 

que radica en la 

necesidad de velar 

por el correcto 

cumplimiento y 

priorización de 

los derechos de 

los niños y 

adolescentes 

cuando se generen 

conflictos que 

involucren sus 

derechos (Albuja 

et al., 2025) 

Imputabilidad penal 

del adolescente 

 

✓ Responsabilidad 

penal del 

adolescente 

 

✓ Sanción inadecuada 

 

✓ Proceso ordinario 

inadecuado 

 

 

 

1 al 3 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

4 al 6 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

7 al 10 

Priorizar el bienestar 

y desarrollo del 

adolescente 

 

✓ Sanciones 

desproporcionadas 

 

✓ Falta de tratamiento 

equitativo 

 

✓ Deficiencias en el 

correcto desarrollo 

 

Incompatibilidad 
legal con la 
Constitución 

✓ Necesidad de 

protección del 

adolescente 

 

✓ Vulneración del 

interés superior del 

niño 

 

✓ Supremacía 

constitucional 

 

✓ Tratados 

internacionales 
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Anexo 2. Instrumentos de recolección de la información 

Guía de entrevista 

Datos: 

Condición, cargo o puesto en que se 

desempeña: 
 

Nombres y apellidos   

Código de la entrevista   

Fecha   

Lugar de la entrevista   

 

Categoría: Afectación al interés superior del niño por la dación de la ley penal 32330 

que implementa la responsabilidad penal del adolescente en Trujillo 2025 

Nro. Sub categoría Preguntas de la entrevista 
 
1 

  
Imputabilidad 

penal del 

adolescente 

 

¿Diga  usted, respecto a la imputabilidad penal del adolescente en relación 

a la responsabilidad penal del adolescente, considera que se aplica 

adecuadamente con la Ley 32330 en Trujillo 2025? 

 
2 

 

¿Diga usted si la imputabilidad penal del adolescente genera sanciones 

inadecuadas con la aplicación de la Ley 32330 que implementa la 

responsabilidad penal del adolescente en Trujillo 2025? 

 

3 

 

¿Diga usted si la imputabilidad penal del adolescente genera  un proceso 

ordinario inadecuado con la aplicación de la Ley 32330 que implementa 

la responsabilidad penal del adolescente en Trujillo 2025? 

 
4 

  
Priorizar el 

bienestar y 

desarrollo del 

adolescente 

¿Diga usted, si considera que se respeta la priorización del bienestar y 

desarrollo del adolescente ante las sanciones desproporcionadas que 

genera la Ley 32330 que implementa la responsabilidad penal del 

adolescente en Trujillo 2025? 

 
5 

 

¿Diga usted, si se respeta la priorización del bienestar y desarrollo del 

adolescente respecto a la falta de tratamiento equitativo ocasionada por 

la Ley  32330 que implementa la responsabilidad penal del adolescente en 

Trujillo 2025? 

 

6 

 

¿Diga usted, si el no priorizar el bienestar y desarrollo del adolescente 

puede generar deficiencias en el correcto desarrollo ocasionadas por la 

Ley 32330 que implementa la responsabilidad penal del adolescente en 

Trujillo 2025? 

 
7 

 

 
Incompatibilid

ad legal con la 

Constitución 

¿Diga usted si existe incompatibilidad legal con la Constitución respecto 

a la necesidad de protección del adolescente en la Ley 32330 que 

implementa la responsabilidad penal del adolescente en Trujillo 2025?  

 
8 

 

¿Diga usted si existe incompatibilidad legal con la Constitución sobre la 

vulneración del interés superior del niño ocasionada por la Ley 32330 

que implementa la responsabilidad penal del adolescente en Trujillo 2025? 

 
9 

 

¿Diga usted si la incompatibilidad legal con la Constitución teniendo en 

cuenta la supremacía constitucional se vulnera con la Ley 32330 que 

implementa la responsabilidad penal del adolescente en Trujillo 2025? 

 
10 

 

¿Diga usted si existe incompatibilidad legal con la Constitución 

considerando los tratados internacionales sobre derechos del 

adolescente con la Ley 32330 que implementa la responsabilidad penal 

del adolescente en Trujillo 2025? 
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Anexo 3. Ficha técnica 

 

Nombre Original del 

instrumento: 
Guía de entrevista 

Autores y año: 
Reyes Inca, Manuel Alejandro 

Ruiz Reyna, Britney Jody 

Objetivo del 

instrumento: 

Analizar el factor determinante en la afectación al interés 

superior del niño por la dación de la ley penal 32330 que 

implementa la responsabilidad penal del adolescente en 

Trujillo 2025. 

Usuarios: Operadores jurídicos: jueces y fiscales de Trujillo 

Forma de 

Administración o  Modo 

de aplicación: 

Entrevista 

Validez: 

Validado por expertos: 

Dr. Edwin Augusto Navarro Vega 

Mg. Jorge Luis Vega Rojas 

Mg. Margarita Ayapi Bazán 

Confiabilidad: Software Atlas.ti 
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Anexo 4. Validacion de instrumento 
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Anexo 5. Consentimiento informado 
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Anexo 6. Declaracion jurada respetando el principio de confidencialidad 
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Anexo 7. Reporte de Turnitin 
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Anexo 8. Reporte de escritura de Inteligencia Artificial  
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